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RESUMEN EJECUTIVO
 
El proyecto de tesis consiste en un estudio sobre la legislación actual de compartición de infraestructura. Se analiza la problemática actual en la que se explican las deficiencias de la normativa y la falta de incentivos de las leyes actuales para los inversionistas. Se explica la cantidad de trabas burocráticas que se presentan actualmente y se propone una nueva legislación que busca fomentar la inversión, la competencia y el ingreso de nuevos competidores al mercado de telecomunicaciones.
 
[image: ]El primer capítulo explica el desarrollo del mercado de telecomunicaciones, su evolución histórica y los cambios que ha sufrido desde la etapa de pre-privatización. Asimismo, se continúa explicando el concepto de compartición de infraestructura. Se describe el concepto de proveedor importante en el mercado de telecomunicaciones. Por último, se identifican cuáles son las barreras de crecimiento para la inversión en el desarrollo del mercado de telecomunicaciones. 
 
El segundo capítulo describe y analiza la actual regulación de compartición de infraestructura. Las principales normas, sus reglamentos, las nomas de competencia, de propiedad y libertad de contratar.
 
El tercer capítulo desarrolla el concepto de facilidad esencial y  de negativa de acceso. Los bienes que califican como facilidad esencial son aquellos indispensables y no sustituibles para participar en el mercado. Asimismo, se describen algunos ejemplos de casos de negativa injustificada a contratar.
 
El cuarto capítulo desarrolla una propuesta de una nueva regulación sobre compartición de infraestructura y analiza sus costos y beneficios.
 
Por último se presentan las conclusiones y recomendaciones del presente trabajo. 
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INTRODUCCIÓN
 
La tesis tiene como finalidad evaluar la actual regulación sobre compartición de infraestructura en el Perú y la problemática que se presenta en la aplicación de la regulación actual. 
 
El presente trabajo analiza el desarrollo de las telecomunicaciones en el Perú, los cambios suscitados en el mercado de telecomunicaciones, en el periodo del fin de concurrencia limitada y la apertura del mercado a la competencia. Dichos cambios se dan, entre otros aspectos, con la creación del OSIPTEL, en los años noventa.
 
Actualmente se observa un escenario en el que algunas empresas operadoras de telecomunicaciones ostentan una posición dominante en el mercado. Esta condición puede ser utilizada para negarse a compartir infraestructura, empleando argumentos vinculados con respeto a los derechos de propiedad y libertad de contratar entre otros, que constitucionalmente podrían ser amparados. Sin embargo, de manera paralela se desarrolla el derecho de la competencia desde el punto de vista constitucional como un principio de interés público que en ciertas ocasiones puede coexistir teniendo mayor valor que otros derechos constitucionales como los de propiedad y libertad de contratar.
 
En el presente trabajo se describirá el escenario de los nuevos operadores que desean ingresar al mercado de telecomunicaciones y necesitan acceder a la infraestructura de las empresas establecidas, para lo cual, en algunas ocasiones, deben enfrentar barreras o procedimientos burocráticos de altos costos en tiempo y dinero.
 
En el caso  en que se configuren negativas injustificadas a contratar o negativa de los gobiernos locales para el otorgamiento de licencias e instalaciones de infraestructura de telecomunicaciones tendrán que iniciar denuncias ante la autoridad administrativa.
 
Esta problemática significa la presencia de barreras a la entrada y costos de transacción innecesarios que desincentivan la competencia y el ingreso de nuevos operadores en el mercado de telecomunicaciones.
 
Por tanto, se revisará la normativa actual sobre compartición de infraestructura, que está conformada por un grupo de normas que no presentan un escenario uniforme en la legislación. 
 
Asimismo, el trabajo expone el problema que enfrenta el Perú por la existencia de una brecha importante de infraestructura, barreras al crecimiento a la inversión, vinculadas con la negativa a compartir infraestructura por parte de empresas que concentran una mayor porción del mercado. Otros problemas burocráticos a los que se enfrentan los nuevos operadores es la negativa de los gobiernos locales para otorgar licencias. 
 
Por todo eso resulta necesario promover una nueva regulación estatal de compartición de infraestructura en telecomunicaciones que no sustituya la autonomía privada, que permita reducir  costos de transacción cuando las partes no pueden llegar a un acuerdo voluntario y que fomente la competencia en beneficio a la sociedad, usuario final de telecomunicaciones. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CAPITULO 1
COMPARTICIÓN DE INFRAESTRUCTURA EN TELECOMUNICACIONES EN  EL PERÚ.
 
1.1        Mercado de telecomunicaciones.
 
La industria de telecomunicaciones en el Perú, en la etapa de pre-privatización, estuvo conformada por un monopolio estatal. El servicio se caracterizó por ser deficiente, presentando bajos niveles de calidad y reducidos niveles de inversión. El tiempo de espera para atender solicitudes de instalación de telefonía fue extremadamente largo (70 meses aproximadamente) encontrándose por debajo de los estándares internacionales para la instalación de líneas de teléfono.[1]
 
El proceso de privatización inicio en el año1991 y culminó en1994 con la transferencia del control operativo de las empresas estatales al consorcio Internacional de España que luego pasó a ser Telefónica del Perú. Así, posteriormente se  otorgó un período de exclusividad de cinco años para trabajar en nuestro país.
 
En consecuencia las empresas que pretendían ingresar al mercado de telefonía fija estuvieron impedidas de ingresar durante los primeros años.  
 
En el año 1998 el gobierno acordó con la empresa Telefónica del Perú adelantar el periodo de concurrencia limitada para efectos de promover competencia en el sector de telecomunicaciones. 
 
Conforme a la legislación actual el otorgamiento para brindar servicios públicos de telecomunicaciones es de competencia del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones. Asimismo, la apertura del mercado de telecomunicaciones se inicia en 1998 con la promoción de la inversión privada y la generación de competencia.
 
Uno de los factores del crecimiento del mercado de telecomunicaciones en el Perú fue la mayor capacidad adquisitiva de la población, que actualmente se ha incrementado con la mejora económica del país. No obstante, existe una gran brecha de crecimiento en telefonía fija y móvil. 
 
Por otro lado, la participación de Telefónica del Perú es mayor en los sectores de telefonía fija, móvil, Internet y televisión por cable, demostrando ser la empresa dominante en varios segmentos del mercado de telecomunicaciones. 
 
Asimismo, para lograr un mayor desarrollo de los servicios de telecomunicaciones se requiere el desarrollo de infraestructura para atender la demanda actual y futura. 
 
Sin embargo, el despliegue de esta infraestructura enfrenta una problemática  en la que participan actores con diversos intereses. Temas que se desarrollarán en los próximos capítulos.
 
1.2        Compartición de infraestructura
 
La compartición de infraestructura consiste en que los operadores de redes colaboren entre sí a través de acceso a infraestructura con la finalidad de ahorrar tiempo y satisfacer el crecimiento de la demanda. Ello permite llegar a poblaciones en zonas alejadas, ayuda a reducir  precios y en general fomenta la competencia.
 
La Ley de Compartición de Infraestructura (Ley 28295)[2] define infraestructura de uso público, en los siguientes tipos de componentes:
-          Los postes, que son el soporte utilizado para el tendido, cableado y distribución de energía eléctrica y alumbrado público.
-          Los ductos, que son canalizaciones hechas de material resistente y de no conducción eléctrica, para contener y proteger los conductores eléctricos, medios de transmisión para telecomunicaciones que se instalan de forma subterránea.
-          Los conductos, que se utilizan para instalar los cables que están hechos de material resistente y de no conducción eléctrica que contienen uno o varios ductos.
-          Las cámaras, que son pequeñas cajas metálicas que guardan en su interior reservas de un medio de transmisión.
-          Las antenas (de  telefonía móvil), que permiten la conexión inalámbrica a los equipos terminales de los usuarios con las estaciones base o el resto de la red de los operadores. Reciben el nombre de estaciones base o sites.
-          Las torres, que son los soportes de las estaciones, de las antenas de los servicios públicos de telecomunicaciones que deben soportar equipos.
-          Los armarios, donde se encuentran los elementos para el procesamiento de la información de voz y datos de los usuarios que se conectan con las antenas y cables alimentadores.
 
Por último, según la misma ley, también será considerada infraestructura de red  los tipos de componentes que sean declaradas por el OSIPTEL con opinión previa y favorable de los organismos reguladores competentes. 
 
 
1.3        Barreras de crecimiento a la inversión
 
El incremento de infraestructura de telecomunicaciones  en el Perú es necesario para brindar un adecuado nivel de calidad y cobertura de los servicios de telecomunicaciones. Sin embargo, actualmente se presentan problemas con el desarrollo de la infraestructura debido a las barreras de crecimiento a la inversión.
 
Las nuevas operadoras tienen la necesidad de acceder a infraestructura; sin embargo, la actual regulación de compartición de infraestructura presenta barreras de entrada al mercado debido a los elevados costos de transacción (en tiempo y dinero) para el acceso al mercado de telecomunicaciones.
 
Una  barrera de ingreso se presenta cuando gobiernos locales se niegan a otorgar licencias de instalaciones de infraestructura de telecomunicaciones fundamentando la negativa en percepciones subjetivas sin fundamento técnico. La mayor causa de rechazos de solicitudes de autorizaciones es la exigencia de estudios de impacto ambiental o prohibiciones vinculadas a supuestas posibilidades de daños a la salud de la población.[3] Así, los requisitos que imponen las municipalidades constituyen requisitos excesivos, burocráticos y arbitrarios en perjuicio del desarrollo del mercado de las telecomunicaciones. 
 
Otro tipo de barrera de ingreso son las que imponen las empresas operadoras dominantes que muchas veces se niegan a alquilar o compartir su infraestructura, así no permitiendo que otras empresas operadoras nuevas ingresen al mercado a competir, fundamentando su negativa en faltas de acuerdo sin sustento técnico, dejando la impresión que niegan el acceso por el deseo de continuar manteniendo el control del mercado de telecomunicaciones.
 
Asimismo, la actual regulación de compartición de infraestructura no crea incentivos  adecuados para que nuevas empresas operadoras puedan ingresar al mercado de telecomunicaciones convirtiéndose en una barrera legal de ingreso, porque se presentan requisitos excesivos, como lo señalado en el artículo 5 de la Ley 28295, que indica que ¨para la procedencia del acceso y uso compartido será necesario una resolución de restricción a la construcción o instalación de infraestructura declarada por autoridad administrativa competente¨.
 
 Al igual que el Artículo 2 del Decreto Legislativo 1019 que en su segundo párrafo señala que el acceso y uso compartido de infraestructura de Telecomunicaciones será de aplicación obligatoria (solo) a los titulares de infraestructura que sean proveedores importantes de servicios públicos de telecomunicaciones. 
 
Definiendo como proveedor importante al que tiene la capacidad de afectar las condiciones de participación desde el punto de vista de los precios y del suministro en el mercado relevante (como el resultado de control de instalaciones esenciales o la utilización de su posición en el mercado).


 
 
CAPITULO 2
ANÁLISIS DE LA REGULACIÓN DE COMPARTICIÓN DE INFRAESTRUCTURA DE TELECOMUNICACIONES
 
La regulación de compartición de infraestructura está conformada por dos  leyes  y sus reglamentos, los cuales presento aquí:
1)     Ley 28295 de Compartición de Infraestructura y su reglamento Decreto Supremo 009-2005 del MTC, que regula el acceso y uso compartido para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones,
2)     La Ley de Acceso a la Infraestructura de los Proveedores Importantes de Servicios Públicos de Telecomunicaciones decreto legislativo 1019 y la Resolución 020-2008-CD/OSIPTEL.
 
Otras leyes importantes para el análisis normativo son la Ley (013-93) General de Telecomunicaciones, la Ley29904 de Promoción de Banda Ancha y Construcción de Red Dorsal Nacional de Fibra Óptica, las normas de protección y defensa de la competencia (Decreto Legislativo 1034) y la Constitución Política de Perú.
 
2.1         Análisis de la Ley General de Telecomunicaciones
 
El Decreto Supremo 013-93, Ley General de Telecomunicaciones, declara de necesidad pública el desarrollo de las telecomunicaciones, teniendo como fin atraer inversiones privadas al sector.
 
Asimismo, señala que el Estado fomenta la libre competencia en la prestación de los servicios de telecomunicaciones. Además, se debe regular el mercado para asegurar que se controlen los efectos de situaciones de monopolio y acuerdos restrictivos de empresas dominantes en el mercado.
 
También define a la concesión como el acto jurídico mediante el cual el Estado concede a una persona natural o jurídica la facultad de prestar servicios públicos de telecomunicaciones dentro del territorio nacional. 
 
Las concesiones tendrán un plazo de 20 años para los servicios públicos de telecomunicaciones (y diez años para servicios de radiodifusión y cinco años para servicios privados renovables)[4].
 
Además, define el espectro radioeléctrico como un recurso natural de dimensiones limitadas que forma parte del patrimonio de la nación y la administración corresponde al Ministerio de Transportes y Comunicaciones.
 
La Ley General de Telecomunicaciones establece las funciones de los organismos competentes. Los Ministerios de Transporte y Comunicaciones y de Vivienda que tienen como función fijar la política a seguir de las telecomunicaciones, elaborar y proponer reglamentos, otorgar y revocar concesiones y permisos. La función de OSIPTEL (Organismo Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones) es mantener y promover una competencia efectiva y fijar las tarifas de servicios públicos, regular el comportamiento de las empresas operadoras y garantizar  la calidad y eficiencia de los servicios. Es un organismo público dependiente administrativamente de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), con autonomía administrativa, económica y financiera.
 
2.2         Análisis de la Ley 28295 de Compartición de Infraestructura
 
La Ley 28295 de Compartición de Infraestructura fue aprobada el 20 de julio del año 2004. Esta ley declara de interés y necesidad pública el acceso y uso compartido de la infraestructura de uso público, con la finalidad de promover mayor competencia en el mercado de telecomunicaciones, beneficiando a los consumidores.
 
Con respecto al procedimiento para el acceso a la infraestructura, la Ley señala que se podrá disponer el uso compartido obligatorio de infraestructura en caso  que la autoridad administrativa competente niegue la licencia o autorización. En consecuencia es necesario presentar un documento que acredite las restricciones a la construcción o instalación de infraestructura por razones de medio ambiente, salud pública, seguridad y ordenamiento territorial.
 
Adicionalmente  OSIPTEL deberá determinar si tales restricciones constituyen o no una barrera de acceso al mercado, para lo cual solicitaran opinión técnica al Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y la Propiedad Intelectual (INDECOPI), quien deberá enviar un informe técnico analizando si las restricciones presentadas son una barrera de acceso al mercado.
 
En cuanto a las modalidades de acceso el uso compartido podrá realizarse por acuerdo entre las partes en un plazo de negociación de 30 días hábiles, y de no llegar a un acuerdo se puede solicitar el mandato a OSIPTEL con la finalidad que mediante resolución administrativa se ordene la compartición de infraestructura. 
 
El documento de mandato emitido por OSIPTEL establecerá las condiciones técnicas, legales y económicas de obligaciones entre las partes, la empresa que solicita el alquiler de infraestructura y la propietaria de la infraestructura a compartir.
 
Otra modalidad, referida en el artículo 13 de la ley 28295 es la subasta, que será de aplicación excepcionalmente cuando la disponibilidad de la infraestructura no permita atender todas las solicitudes que cumplan con los requisitos de la ley. Para ello, OSIPTEL invita a las nuevas empresas operadores a presentar un informe económico, técnico y legal, de lo cual OSIPTEL escoge a la mejor.
 
Por otro lado, los tipos de sanciones administrativas derivadas del incumplimiento de la presente ley son la multa, suspensión del derecho de uso compartido, decomiso de bienes, caducidad del derecho de uso, amonestación y apercibimiento por escrito, para la empresa que incumpla el mandato. 
 
Otro punto son las Infracciones consideradas muy graves: 
1.     La  negativa a cumplir con el mandato de compartición.
2.     El acceso no autorizado a la infraestructura de uso público.
 
Asimismo, serán consideradas infracciones graves:
1.     No proporcionar a OSIPTEL la información obligatoria.
2.     Incumplir con las disposiciones que se emite sobre la contra-prestación a ser aplicada.
3.     Reincidir en la comisión de una infracción leve, por ejemplo por la  negativa de los funcionarios, o cuando se niegue a firmar el acta[5]
 
Cabe señalar que la ley 28295 es general, no aplicando solo a la infraestructura de telecomunicaciones, sino también a otros tipos de infraestructura como para electricidad, carreteras e hidrocarburos.
 
En los últimos años se han presentado problemas en que las nuevas operadoras de telecomunicaciones han iniciado acciones legales ante el OSIPTEL o el INDECOPI, denunciando abusos de posición de dominio por parte de empresas de energía eléctrica y de telecomunicaciones. La mala regulación de compartición de infraestructura genera abusos de posición de dominio dificultando la expansión de redes y perjudicando no solo al empresario sino también a los usuarios, los que al final terminan pagando tarifas más elevadas y se ven privados de servicios de telecomunicaciones eficientes.[6]
 
Asimismo, los servicios móviles se han desplegado, pero con problemas de expansión de infraestructura en el sentido que existe falta de autorizaciones y  colaboración para compartir infraestructura por parte de los gobiernos locales y de las empresas dominantes que no suelen llegar a acuerdos sobre alquileres de infraestructura.
 
Por tanto, existen barreras para acceder al uso compartido de infraestructura, aun cuando la compartición es técnicamente posible y eficiente para la sociedad.[7]
 
2.2.1                        Decreto Supremo 009-2005- MTC, Reglamento de la Ley que regula el acceso y uso compartido de infraestructura de uso público
 
Conforme al Decreto Supremo 009-2005-MTC el titular de infraestructura de uso público debe cumplir con el principio de no discriminación. Asimismo, la autoridad solicitara que la nueva empresa operadora acredite una restricción a la construcción o a la instalación de infraestructura de uso público. Esta restricción puede estar contenida en una norma o en un acto administrativo firme.
 
El reglamento señala que la nueva empresa operadora no podrá solicitar el uso compartido de infraestructura cuando ha cuestionado ante INDECOPI el acto administrativo que niega la posibilidad de instalar infraestructura de uso público.
 
Asimismo, la nueva empresa operadora que desea ingresar al mercado podrá solicitar al OSIPTEL que determine si alguna de las exigencias de la autoridad administrativa competente que niega la autorización constituye una barrera de acceso al mercado.
Además, el reglamento dispone el acceso compartido de infraestructura en aplicación del Decreto Legislativo 701, Ley de Prácticas Restrictivas de la Libre Competencia, el mismo que fue derogado por el Decreto Legislativo 1034, Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas. Por tanto, esta parte de la norma se convierte en inaplicable por cuanto regula el procedimiento de una norma derogada.
 
Por otro lado, las modalidades de acceso que señala el reglamento son (iguales a la ley 28295) contratos, mandatos de compartición y excepcionalmente la subasta que solo se otorgará cuando la disponibilidad de infraestructura de uso público no permita atender todas las solicitudes que cumplan con los requisitos de ley. 
 
El procedimiento para solicitar compartición empieza con una solicitud al titular de infraestructura de uso público indicando su identificación, la acreditación de la restricción emitida por la autoridad competente, la infraestructura a que se requiere acceso, el servicio público que se pretende brindar y la descripción del equipamiento a utilizar. Asimismo, conforme al artículo 20 del Reglamento el titular de infraestructura puede negarse a otorgar el acceso y uso compartido en los supuestos que existan limitaciones físicas, tecnológicas, técnicas, ambientales o de seguridad, y cuando existan niveles de congestión real o potencial. Además, puede negarse sí el solicitante incumplió anteriormente contratos o mandatos de compartición suscritos con el mismo titular. Por último, puede negarse si no se otorga el seguro de garantía para el titular de la infraestructura.
Las causales de resolución del contrato de compartición pueden ser:
1.     Perdida de la concesión 
2.     Incumpliendo por tres meses consecutivos de los pagos 
3.     El uso parcial de infraestructura de uso publico
 
Por otro lado, con respecto a los mandatos de compartición el artículo 26 del reglamento señala que si vencido el plazo de negociación y las partes no han logrado suscribir un contrato, la parte interesada podrá solicitar a OSIPTEL la emisión de un mandato de compartición. Posterior a la solicitud del mandato OSIPTEL notificará dentro del plazo de cinco días, a fin de las partes remitan la información solicitada en el plazo de cinco días hábiles adicionales. Vencido el plazo OSIPTEL cuenta con 30 días para emitir el proyecto de mandato a fin de que puedan presentar por escrito sus comentarios, en un plazo que no exceda los cinco días hábiles. Posterior a los comentarios finales OSIPTEL tiene 15 días para emitir el mandato de compartición, para lo cual el titular de la infraestructura y el solicitante deberán acordar el pago por el acceso y uso de la infraestructura. Asimismo, el Ministerio  de Transportes y Comunicaciones es el responsable del registro de infraestructura de uso público.
 
2.3         Análisis del  Decreto Legislativo 1019, Ley de Acceso a la Infraestructura de los Proveedores Importantes de Servicios Públicos de Telecomunicaciones. 
 
El Decreto Legislativo 1019 declara de interés y necesidad publica el Acceso y uso compartido de Infraestructura de Telecomunicaciones, a fin de reducir la brecha en infraestructura y promover la competencia en la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones.
 
Esta ley aplica a los titulares de infraestructura que son considerados Proveedores Importantes de servicios públicos de telecomunicaciones. Es considerado Proveedor Importante el concesionario de servicios públicos de telecomunicaciones que tiene la capacidad de afectar, de manera importante, las condiciones de participación, desde el punto de vista de los precios y del suministro como el resultado del control de instalaciones esenciales o la utilización de su posición en el mercado. Para determinarlo, OSIPTEL realizará un análisis del mercado relevante, del control de facilidades esenciales y posición de dominio.
 
Esta ley establece que para el acceso y uso compartido de infraestructura de telecomunicaciones se debe aplicar el principio de no discriminación. Esto significa que las condiciones para los nuevos operadores no podrán ser menos ventajosas que para sus mismas filiales; es decir, deberán ser tratadas con igualdad.[8]
 
El Proveedor Importante tendrá el derecho a recibir una contra-prestación razonable; es decir, un precio justo, que será establecido de acuerdo a criterios de OSIPTEL, a base de los costos de uso compartido y mantenimiento de infraestructura. Asimismo, el Proveedor Importante podrá exigir el otorgamiento de garantías para el pago y seguros para el uso de la infraestructura a compartir. 
 
Conforme al Decreto Legislativo 1019, el acceso de uso compartido se puede realizar en las próximas modalidades:
·         Por acuerdo entre las partes, que tienen un periodo de negociación establecido de sesenta días calendario, contabilizados desde la fecha de presentación de la solicitud que deberá constar en un contrato escrito.
·         Por mandato. En el caso que no llegan a un acuerdo la empresa que requiera la compartición de infraestructura podrá enviar a OSIPTEL una comunicación solicitando que se declare la obligatoriedad de la compartición de infraestructura. La solicitud deberá contener la información entre ambas empresas que evidencian la negativa de la compartición de infraestructura. Posteriormente, OSIPTEL emitirá una resolución del Consejo Directivo, determinando si el operador a que se le ha solicitado la compartición de infraestructura es considerado un Proveedor importante para lo cual este operador se encuentre obligado a compartir infraestructura[9].
 
Asimismo, el Decreto Legislativo 1019 establece la figura de la co-ubicación para optimizar el proceso y uso de la infraestructura de telecomunicaciones mientras se realiza un aprovechamiento máximo del espacio físico que posee el Proveedor Importante. 
2.4         Análisis de la Ley 29022, para la expansión de Infraestructura en Telecomunicaciones.
 
La ley 29022 para la expansión de Infraestructura en Telecomunicaciones tiene como objetivo principal establecer un régimen especial y temporal en todo el territorio nacional que permita la instalación y desarrollo de la infraestructura necesaria para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones, sobre todo en áreas rurales de interés social de los consumidores.
 
Esta normativa busca expandir la  infraestructura utilizada, requiriendo para ello una serie de obligaciones legales tanto para las empresas de telecomunicaciones como para otras empresas de sectores diferentes como las de electricidad, hidrocarburos y carreteras  que deberán ofrecer acceso a su infraestructura para el desarrollo de la infraestructura de telecomunicaciones. 
 
Asimismo, regula el principio de silencio administrativo positivo que rige en un plazo de 30 días calendario; es decir, si la administración no se ha pronunciado sobre la solicitud de autorizaciones de obras para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones estas se aprobaran automáticamente ante la inactividad del Organismos Regulador (OSIPTEL).
 
Además, señala que el uso de áreas de dominio público es de acceso gratuito.
El artículo ocho de la presente ley establece obligaciones de operadores a cargo de otros servicios. Asimismo, las empresas concesionarias de electricidad están obligadas a pronunciarse sobre las solicitudes de instalación en un plazo de 30 días calendario, aplicándose el principio del silencio administrativo positivo.[10]
 
El artículo nueve establece las obligaciones para los concesionarios a fin de garantizar que no se afecte la prestación de otros servicios ni se generen daños a la infraestructura de uso público ni a la de terceros. 
 
Asimismo, los concesionarios deben coadyuvar a la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones eficaces y eficientes preferentemente en áreas rurales, zonas de frontera y lugares de interés social y de difícil acceso.
 
2.5         Análisis de la Ley 29904 de Promoción de Banda Ancha y Construcción de la Red Dorsal Nacional de Fibra Óptica
 
La ley 29904 tiene como objetivo impulsar el desarrollo y masificación de la banda ancha, promoviendo el despliegue de infraestructura, servicios, aplicaciones y habilidades digitales como medio que favorece y facilita la inclusión social. La ley promueve y declara de interés y necesidad pública  la interconexión de  todas las capitales provinciales en una única Red Dorsal de Fibra Óptica (RDFO) para así fomentar el desarrollo de banda ancha tanto fijo como móvil a nivel nacional.
 
El artículo 12 de la ley impone la obligación de instalar fibra óptica, ductos y cámaras en los nuevos proyectos de infraestructura de energía eléctrica, hidrocarburos y carreteras, para el despliegue de redes de los servicios de telecomunicaciones. 
 
Asimismo, la  ley señala expresamente que los concesionarios de la Red Dorsal de Fibra Óptica (RDFO) no pueden desarrollar prácticas que tengan efectos anti-competitivos, discriminatorios o que perjudiquen a los usuarios. Tampoco podrán celebrar acuerdos de exclusividad con empresas de telecomunicaciones que constituyan conductas anti-competitivas conforme a lo establecido en el Decreto Legislativo 1034, Ley de represión de conductas anticompetitivas.
 
Además, esta norma señala que el acceso y uso de los concesionarios de energía eléctrica y hidrocarburos se realizará a cambio de una contra-prestación  que considere la recuperación de la inversión inicial en la que incurra el concesionario para prestar el acceso y uso de su infraestructura así como las contra-prestaciones periódicas que remuneren la operación y mantenimiento. Asimismo, agrega una cláusula de responsabilidad. En el caso de producirse afectación a los servicios de energía eléctrica o hidrocarburos por causa imputable al concesionario de telecomunicaciones, este asumirá las responsabilidades legales.
 
Con respecto al régimen de infracciones, se consideran muy graves:
1.     La negativa injustificada a facilitar el acceso y uso de infraestructura.
2.     El acceso no autorizado a la infraestructura
3.     Negarse a proporcionar información completa respecto al tendido de fibra óptica.
 
Siendo las posibles sanciones la multa o la suspensión de derecho de uso a la infraestructura.
 
2.6         Decreto Legislativo 1034, Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas.
 
La Ley 1034 prohíbe y sanciona el abuso de posición de dominio y las prácticas colusorias verticales y horizontales fortaleciendo el marco regulatorio de la libre competencia, lo que incentiva la eficiencia económica de los mercados promoviendo la competitividad y el bienestar de los consumidores.
 
Conforme al desarrollo de la presente ley, el mercado relevante está constituido por el mercado de producto y el mercado geográfico. Siendo el mercado del producto el bien o servicio y sus sustitutos. Para el análisis de sustitución se evaluará preferencias de los consumidores, características, usos, precios así como las posibilidades tecnológicas y el tiempo requerido para la sustitución. El mercado geográfico es el conjunto de zonas donde están ubicadas las fuentes alternativas de aprovisionamiento del producto relevante. Para ello se evaluará los costos de transporte y barreras de comercio.
 
Se define que tiene posición de dominio el agente que tiene la posibilidad de restringir, afectar o distorsionar en forma sustancial las condiciones de la oferta o demanda en dicho mercado.
 
Asimismo, el Decreto distingue entre conductas anticompetitivas de prohibición absoluta y la prohibición relativa. En el primer caso la autoridad administrativa solo requerirá verificar la existencia de la conducta infractora para determinar su ilegalidad .En el segundo caso la autoridad administrativa deberá probar la existencia de la conducta anticompetitiva prohibida y además probar los efectos negativos para la competencia y el bienestar de los consumidores.
 
El abuso de la posición de dominio puede consistir en conductas de efectos exclusoríos como negarse injustificadamente a satisfacer la demanda de compra. También pueden consistir en aplicar condiciones desiguales para prestaciones equivalentes que coloquen a algunos competidores en situación de desventaja .Otros casos de efectos exclusorios son condicionar la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones adicionales que no guarden relación con el objeto de los contratos, obstaculizar de manera injustificada a un competidor la entrada, imponer contratos de distribución o ventas exclusivas y utilizar de manera reiterada procesos judiciales o administrativos cuyos efectos sean restringir la competencia.
 
Por otro lado, se presenta la figura de prácticas colusorias horizontales que son aquellos acuerdos, decisiones o recomendaciones concertadas por agentes económicos que tienen como objeto restringir o falsear la libre competencia como fijación concertada de precios, control de producción, ventas y desarrollo, reparto de clientes o proveedores en zonas geográficas.
 
Las prácticas colusorias verticales son  acuerdos, decisiones, recomendaciones o prácticas realizadas por agentes económicos que operen en planos distintos de la cadena de producción, distribución o comercialización que tengan como objeto afectar o falsear la libre competencia y se encuentran tipificadas dentro de las denominadas prohibiciones relativas.
 
Las prácticas sujetas a prohibición relativa serán evaluadas por INDECOPI, teniendo en primera instancia la Comisión de Defensa de la Libre Competencia y en segunda Instancia el Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual.
 
El artículo 17 señala que la aplicación de la presente Ley con respecto al mercado de los servicios Públicos de Telecomunicaciones será de conocimiento de OSIPTEL.[11]
 
2.7         Derechos de propiedad y libertad de contratar
2.7.1                        Derechos de propiedad
 
La Constitución Peruana reconoce que la sociedad se rige por una economía social de mercado. El Estado asume la función de orientar el desarrollo del país a través de mecanismos que permitan a los agentes a actuar en forma libre dentro del mercado. La propiedad privada es el eje central del desarrollo. 
 
El derecho de propiedad se encuentra establecido en el artículo 2 inciso 16 de  la Constitución, definido como el poder jurídico que permite a una persona usar, disponer o reivindicar un bien.[12]
 
El artículo 70 de la Constitución señala que el derecho de propiedad es inviolable y se ejerce en armonía con el bien común. En virtud de ello a nadie se le puede privar de su propiedad, existiendo solo la excepción de la expropiación que procede exclusivamente por causas de seguridad nacional e necesidad pública declarada por ley y estableciéndose obligatoriamente el pago de indemnización justipreciada que incluye la compensación por el eventual perjuicio que sufriera el propietario.
 
Conforme al desarrollo del presente trabajo la compartición de infraestructura afectara el derecho de propiedad de titulares de infraestructura al obligarlos a compartir su infraestructura, fundando la decisión en la necesidad pública (de mejorar la competencia) del mercado de telecomunicaciones. 
 
Por otro lado, cuando el mercado funciona y se auto-regula no resulta necesario afectar a los derechos de propiedad de los titulares de infraestructura.
 
El uso de la propiedad debe encontrarse en armonía con el interés social. En este caso, debe evaluarse si el derecho a la competencia se superpone al interés individual de la persona (natural o jurídica) que es propietario de un bien inmueble. En otros términos, se debe evaluar si la suma del interés colectivo está por encima del interés privado.
 
Por tanto, conforme establece abundante jurisprudencia del Tribunal Constitucional Peruano el interés público tiene que ver con aquello que beneficia a todos; por ende, es sinónimo e equivalente al interés general de la comunidad. Su satisfacción constituye uno de los fines del Estado y justifica la existencia de la organización administrativa. 
 
En conclusión, el derecho de propiedad del titular de la infraestructura de telecomunicaciones no tendrá el suficiente poder para oponerse o limitar el uso de su propiedad ante terceros, para beneficiar el desarrollo de la competencia (interés público) en el mercado de telecomunicaciones.
 
2.7.2                        Libertad de contratar
 
El derecho a contratar libremente y con fines lícitos se encuentra reconocido en el artículo 2 inciso 14 de la Constitución. Además, el artículo 62 de nuestra  carta magna garantiza la libertad de contratar precisando que los términos contractuales no pueden ser modificados por ley; es decir, otorga garantías a los inversionistas, mediante la suscripción de convenios que tienen carácter de contrato ley, garantizando la estabilidad de los regímenes laborales, de exportaciones y de impuestos a la renta.[13]
 
Por tanto, la función de los contratos es hacer posible el intercambio de bienes y servicios. Una de las manifestaciones de libertad de contratar es que los ciudadanos y empresas cuenten con el derecho a negarse a contratar, siempre que esa negativa no afecte el buen funcionamiento del mercado.
 
La Constitución establece en su artículo 70 que es posible afectar derechos constitucionales, siempre que exista interés público (derecho de competencia). Asimismo, otras leyes de menor jerarquía como la Ley de Telecomunicaciones, y normas de compartición de infraestructura establecen que es de interés y necesidad publica la obligatoriedad de fomentar competencia y de compartir infraestructura. Por tanto, la negativa injustificada a contratar para compartición de infraestructura afecta el interés público porque impide que otras empresas puedan ingresar al mercado a competir en condiciones de igualdad. 
 
2.8 Derecho de la competencia
El artículo 61 de la Constitución regula la libertad de competencia, que opera paralelamente con la libertad de empresa. Esta forma parte del orden público económico y conforme a las leyes de telecomunicaciones es considerada un derecho de interés público.
 
El rol del Estado es facilitar y vigilar la libre competencia y combatir las prácticas restrictivas de posición de dominio que limiten la competencia. Asimismo, el legislador  debe  dar una regulación que promueva el acceso al mercado y que incentiva la competencia  en condiciones de igualdad. 
 
 
 
 
 
 


 
 
 
 
 
 
CAPITULO 3
Facilidades esenciales y negativas de acceso
 
3.1 Facilidad esencial
 
Un bien es calificado como facilidad esencial si es un insumo insustituible e indispensable para participar en un mercado específico y es de propiedad de alguno de los competidores que participan en dicho mercado.
 
La infraestructura de telecomunicaciones es una facilidad esencial para todos los operadores en el mercado.[14]Es suministrado de modo exclusivo o de manera predominante por un solo proveedor o un número limitado de proveedores, cuya sustitución no es factible en lo económico o en lo técnico.
El control de las facilidades esenciales por parte de una empresa ocasiona que esta empresa tenga posición de dominio, porque el operador podría actuar de manera independiente respecto de otros competidores.
 
Asimismo, para hacer posible la libre competencia, las facilidades esenciales, en cuanto constituyan un monopolio natural que no puede ser duplicado, deben ser compartidas con otras empresas, bajo condiciones razonables y no discriminatorias. 
 
La Ley de Acceso a la Infraestructura de los Proveedores Importantes señala que si una empresa tiene el control de las instalaciones esenciales y así afecta de manera importante las condiciones de participación desde el punto de vista de los precios y del suministro, esta empresa será considerara un Proveedor Importante.[15]
 
3.2 Negativa de Acceso a facilidades esenciales
 
Cuando los competidores entrantes al mercado de telecomunicaciones soliciten se les autorice la utilización de facilidades esenciales y esta es negada por la propietaria de la infraestructura, el competidor entrante puede solicitarle a OSIPTEL la imposición de obligaciones o mandatos de compartición. 
 
Por tanto, la negativa de acceso a facilidades esenciales produciría daños irreparables al proceso competitivo, limitando las oportunidades de los rivales para el uso de (su) infraestructura.[16]
 
Un ejemplo de negativa injustificada a contratar es el caso del proceso seguido por Tele-Cable, contra Telefónica del Perú, en el que Tele-Cable acusó a Telefónica haber infringido la Ley de Libre Competencia al suscribir contratos que le permitían transmitir en exclusiva un conjunto de ocho señalas producidas por Fox y Turner, que gozaban de alta preferencia ente los consumidores. Telefónica señaló que la exclusividad había sido otorgada por las empresas productoras y que Tele- cable incumplió los pagos comprometidos frente a Fox y Turner.
 
El fallo del organismo regulador OSIPTEL declaró fundada la denuncia y estableció que si bien la exclusividad de una única señal no es susceptible de generar barreras de acceso al mercado, salvo que dicha señal sea  imprescindible para la provisión del servicio. El efecto de la exclusividad sobre un conjunto de canales si puede lesionar el proceso competitivo.
 
Otro caso importante a mencionar es el caso Bellsouth Perú S.A versus Telefónica Móviles S.A.C por negativa injustificada a facilitar el servicio de roaming automático nacional. En este caso el fallo fue a favor de Telefónica Móviles y se sostuvo que la empresa denunciante se encuentra en capacidad de instalar sus propias redes móviles.
 
Por otro lado, en los Estados Unidos la empresa AT&T de equipos terminales para telecomunicaciones requirió que la propietaria de la red, Telefónica, permitiera la utilización de dichos equipos por los usuarios de su red. Sin embargo, Telefónica se negó a ello. En este caso la autoridad administrativa de los Estado Unidos consideró que los equipos terminales de red son una facilidad esencial imposible de duplicar por tanto no encontró justificada la conducta de no permitir la utilización de los equipos terminales.
 
Para llegar a tal conclusión en su resolución consideró cuatro elementos: el control de un recurso esencial por parte del monopolista; la imposibilidad práctica de un competidor de duplicar dicho recurso; la negativa de utilizar el recurso por parte del competidor y la posibilidad de dar acceso al recurso.
 
La regulación de las telecomunicaciones contempla un listado de recursos y servicios calificados como facilidades esenciales. Sin embargo, no toda infraestructura de telecomunicaciones es considerada una facilidad esencial, teniendo que cumplir con el requisito de ser un recurso insustituible e imposible de duplicar.[17]
 
La negativa de acceso a facilidades esenciales es considera una práctica perjudicial para la competencia porque reduce las opciones de los consumidores de acceder a un servicio a menor costo y mejor calidad.


 
 
 
 
 
 
CAPITULO 4
PROPUESTA  DE  SOLUCIÓN DE UNA NUEVA REGULACIÓN EN  NORMAS DE COMPARTICIÓN DE INFRAESTRUCTURA
 
4.1 Vacíos y falencias de la legislación vigente sobre compartición de infraestructura en telecomunicaciones
 
El principal vacío legal sobre compartición de infraestructura en la actual legislación es el deficiente marco normativo que no es uniforme para su aplicación, por cuanto existen dos normas que regulan en forma diferente la compartición de infraestructura. La Ley28295 de acceso y uso compartido de infraestructura tiene como requisito la presentación de un documento denegatorio de autoridad administrativa competente; es decir, es necesario acreditar restricciones, barreras municipales o barreras burocráticas. Por otro lado, el Decreto Legislativo 1019 que regula el concepto de Proveedor Importante tiene como requisitos para acceder a la compartición de infraestructura que la empresa operadora a la que se solicita la compartición sea declarado Proveedor Importante por OSIPTEL .Cada norma genera altos costos de transacción y barreras de entrada para las nuevas empresas operadoras que desean ingresar al mercado ,porque establece reglas y trámites que tardan mucho tiempo, desincentivando la inversión y competencia.
 
Por tanto, una nueva regulación unificada de compartición de infraestructura y con menos trabas burocráticas y requisitos simples permitirá reducir costos de transacción y barreras de entrada al mercado para las nuevas operadoras que desean ingresar.
 
4.2 Semejanzas y diferencias entre la Ley 28295 y el  Decreto Legislativo 1019, normas de compartición de infraestructura.
 
Este subcapítulo desarrollará las características en común y las  diferencias entre ambas normas a través de cuadros comparativos para efectos de rescatar las partes positivas en las que se podría armonizar la regulación de compartición de infraestructura.
 
La Ley 28295 de Compartición de Infraestructura, que regula el acceso y uso compartido de infraestructura, fue promulgada en el año 2004 y el Decreto Legislativo 1019 fue  promulgado cuatro años después, con fecha 10 de junio del 2008. Ambas regulan el tema de compartir infraestructura en telecomunicaciones siendo la diferencia principal el concepto de proveedor importante contenido en el Decreto Legislativo1019. 
 
El Decreto Legislativo 1019 a diferencia de la primera Ley de Compartición de Infraestructura28295 presenta el término co-ubicación, que quiere decir, la compartición del espacio físico como forma de reducir la brecha de infraestructura y promover la competencia en la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones. 
 
Por otro lado, la Ley 28295 establece el secreto de las telecomunicaciones señalando que el titular de la infraestructura de uso público y los arrendatarios deben cumplir con las normas sobre inviolabilidad del secreto de las telecomunicaciones, que es el derecho que garantiza que el contenido de las telecomunicaciones no sea difundido ni revelado así como la identidad de los participantes en el proceso de comunicación. 
 
Esto es un tema legal importante porque de violarse este dispositivo legal, las empresas afectadas o usuarios consumidores podrían empezar procesos constitucionales de habeas data o procesos penales por violación al derecho de la intimidad.
 
El Decreto Legislativo 1019 señala que los proveedores importantes de telecomunicaciones tienen la obligatoriedad de permitir el acceso y uso compartido, salvo que existan limitaciones o restricciones debidamente comprobadas de inviabilidad técnica, capacidad, seguridad u otras que OSIPTEL declare en forma motivada.
 
4.3 Propuesta de una nueva regulación sobre compartición de infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones
 
En esta parte del documento se escribe la propuesta de una nueva regulación sobre compartición de infraestructura en telecomunicaciones. Las normas de compartición de infraestructura actuales no presentan incentivos adecuados para fomentar la competencia, porque presentan requisitos que generan elevados costos de transacción, externalidades negativas y barreras de entrada al mercado.  
 
Por tanto, se requiere un nuevo modelo legal que incentive a los operadores a confiar y aceptar la responsabilidad de implementar la nueva norma de compartición que genere mayor competencia en el mercado y que presente mayores beneficios, reducción de tiempo, simplificación administrativa en los requisitos para acceder a la compartición.
 
Para ello se propone la unificación de las normas vigentes sobre compartición en una sola, derogando las partes que son ineficientes para incentivar la competencia.
 
Se utilizará como norma base para la propuesta el Decreto  Legislativo 1019 que regula la compartición de infraestructura de proveedores importantes de telecomunicaciones, mediante el cual se propone un Proyecto de Ley que mejore la competencia y solucione los problemas de costos de transacción y barreras de entrada al mercado en la actual regulación.
Asimismo, dentro de la propuesta normativa se podrá solicitar compartición de infraestructura a la empresa denominada Proveedor Importante la que debe presentar un 40% del mercado de telecomunicaciones en el Perú que se medirá por la cantidad de ventas a los  usuarios y su poder de influencia en el mercado. Este tipo de modelo se propone sobre la  base de la experiencia de países de la Comunidad Europea que consideran que a partir del 40% del sector del mercado de telecomunicaciones se puede determinar que esa empresa es importante y tiene poder de mercado para afectar la competencia.[18]
 
Dicho análisis se delega al ente Regulador de las Telecomunicaciones OSIPTEL, el mismo que determinará si la empresa a la que se solicita compartir infraestructura es Proveedor Importante. 
 
El cuadro que se presenta a continuación muestra las experiencias comparativas en relación a la determinación de umbrales de mercados de telecomunicaciones con empresas importantes con 40% o más de posición de dominio. 
 
 
 
 
 
 
TABLA Nº 01
	UMBRALES DE CUOTA DE MERCADO EN LA LEGISLACIÓN  EUROPEA PARA DETERMINAR  CUANDO UNA EMPRESA ES  DOMINANTE[19]

	REPÚBLICA CHECA
	BELGICA
	CROACIA
	FRANCIA

	Artículo 10 párrafo 3 de la Ley de Competencia establece que las empresas con menos que 40% de participación en el mercado no se considerará para estar en una posición dominante, las que estén por encima de 40% si se encuentran dentro de la posición dominante.
	Existe una presunción de dominio en una cuota de mercado de 50% o más. 
	Hay presunción de dominio establecido en el Art 15 de la Ley de Competencia, se presume que está en una posición dominante si posee más del 40% de la cuota del mercado
	Una cuota de mercado por encima del 40 % indica  una posición de dominio. 

	ESTONIA
	LETONIA
	POLONIA
	 

	La Ley de Competencia establece que una empresa o las empresas mantienen una posición dominante si representa al menos el 40 % de la facturación en el mercado relevante
 
	Derecho de la Competencia actualmente establece un estricto umbral de cuota de mercado del 40 %.
	Se supone que la empresa ocupa una posición dominante si su cuota de mercado supera el 40 %.
 
 
	 


 
4.3.1      Propuesta de ley
Ley para el Acceso y despliegue de Infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones.
TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
 
Artículo 1.- Declárese de Interés Público 
Declárese de interés y necesidad pública el acceso y uso compartido de infraestructura de uso público de telecomunicaciones, que incluya la co-ubicación a fin de reducir la brecha de infraestructura. 
 
Artículo 2.- Objeto 
La presente ley tiene por objeto regular y garantizar el acceso no discriminatorio a infraestructura para la prestación de los servicios públicos de telecomunicaciones.
 
Artículo 3.- Ámbito de aplicación 
El acceso y uso compartido a que se refiere la presente ley será de aplicación obligatoria a los titulares de infraestructura de servicios públicos considerados proveedores importantes, que son aquellas empresas de telecomunicaciones que tiene el 40% del mercado representado en función a las  ventas y tienen la capacidad de afectar las decisiones del mercado. Siendo el OSIPTEL la entidad responsable de determinar qué empresa cumple con esa condición. 
 
Articulo 4.- Obligaciones del  las Empresas Consideradas  Proveedores Importantes de Telecomunicaciones.
           Se encuentran obligadas a.
1.-  Compartir infraestructura.
2.-  Ofrecer condiciones no discriminatorias de contratación.
3.- Brindar la información necesaria a los nuevos concesionarios y al  Organismo Regulador a efectos de tomar una decisión adecuada respecto a la contratación de compartición o  para la emisión de un mandato de compartición-
4.-Establecer una contraprestación del alquiler de infraestructura a precio razonable que deberá ser aprobado mediante informe técnico por el organismo regulador.
5.-Cumplir con las normas sobre el secreto de  inviolabilidad y el secreto de las  telecomunicaciones y las que establezca Osiptel con criterios razonables para efectos de fomentar la competencia.
 
Artículo 5.- Supuestos de exclusión de obligatoriedad a compartir.
Los proveedores importantes de servicios públicos de telecomunicaciones que se encuentren comprendidos en esta Ley, están exceptuados de la obligación de compartir infraestructura  de telecomunicaciones en los siguientes supuestos:
1.     Que existan problemas de limitaciones basadas en razones de imposibilidad técnica, capacidad, seguridad.
2.- Que existan problemas basados en caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobados  por Osiptel con criterios de razonabilidad y proporcionalidad quien dispondrá los casos en las que las empresas importantes quedan excluidos de su obligación de compartir. 
 
 
Artículo 6.- Principios
Los aspectos técnicos, económicos y legales se regirán por los principios de neutralidad, no discriminación, leal competencia, acceso a la información y los  que se encuentren regulados en la Ley General de Telecomunicaciones.  
 
Artículo 7.- Definiciones
A.- Acceso y uso compartido de infraestructura.- Es el derecho que faculta todo operador nuevo, entrante o concesionario, de servicios públicos de telecomunicaciones a hacer uso de la infraestructura de telecomunicaciones de un proveedor importante.
B.- Proveedor importante de telecomunicaciones.- Es aquel que tiene el 40% del mercado de telecomunicaciones representado por las ventas y tiene la capacidad de afectar las decisiones del mercado.
C.- Concesionarios.- Son los titulares de una concesión de servicios públicos de telecomunicaciones.
D.- Coubicación.- Es el uso del espacio físico propiedad del proveedor importante de telecomunicaciones, y otras facilidades de infraestructura de telecomunicaciones, requeridos por un operador nuevo, entrante o concesionario, de servicios públicos de telecomunicaciones para la ubicación y operación de sus equipos.
E.- Contrato de compartición.-Es el acuerdo comercial entre el operador nuevo, entrante o concesionario, de servicios públicos de telecomunicaciones y los titulares proveedores importantes  o proveedores de infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones. 
F.- Infraestructura de Telecomunicaciones.- Es aquella constituida por los postes, ductos, conductos, poliductos, cámaras, torres, elementos de red, derechos de paso para ser usados en la instalación de infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones. 
 
TÍTULO II
CONDICIONES PARA EL ACCESO Y USO COMPARTIDO DE INFRAESTRUCTURA DE SERVICIOS PÚBLICOS DE TELECOMUNICACIONES
 
Artículo 8.- Condiciones no Discriminatorias
Las condiciones ofrecidas por el titular de infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones que sea considerado proveedor importante  o proveedor de infraestructura no podrán ser menos ventajosas que las ofrecidas a sus propias filiales y a terceros en condiciones iguales o equivalentes.
 
Artículo 9.- Contra-prestación razonable 
El titular de la infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones que sea considerado proveedor importante o proveedor de infraestructura tiene derecho a recibir una contra-prestación razonable que incluya los costos por el acceso, costos de operación y mantenimiento de infraestructura. A falta de acuerdo el Organismo Regulador establecerá el monto a pagar por la contraprestación. 
 
 
Artículo 10.- Garantías 
El titular de la infraestructura considerado proveedor importante o proveedor de infraestructura podrá requerir el otorgamiento de garantías que asegure el pago por el uso de la infraestructura a compartir. Asimismo, podrá exigir el otorgamiento de seguros conforme a la naturaleza de los trabajos a realizarse.
 
Artículo 11.- Seguridad 
Todo operador nuevo, entrante o concesionario de servicios públicos de telecomunicaciones están obligados a cumplir tanto en la elaboración del proyecto de compartición como durante la construcción y mantenimiento de sus instalaciones, disposiciones técnicas referidas a la seguridad, riesgos en las instalaciones que requieran de medios físicos para la prestación de los servicios públicos de telecomunicaciones.
 
TÍTULO III
MODALIDADES PARA EL ACCESO Y USO COMPARTIDO DE INFRAESTRUCTURA DE SERVICIOS PÚBLICOS DE TELECOMUNICACIONES.
 
Artículo 12.- Modalidades de acceso 
El acceso de uso compartido de infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones puede realizarse  por dos modalidades: 
1.- Por acuerdo entre las partes durante un periodo mínimo de negociación de 20 días calendario computado desde la fecha de presentación de la solicitud. Si existe acuerdo deberá ser recogido en un contrato y especificar la contraprestación a ser pagada.
2.- Por mandato de OSIPTEL una vez que se encuentre vencido el periodo mínimo de negociación de 20 días sin que las partes llegaran a un acuerdo. OSIPTEL establecerá las condiciones técnicas, económicas y legales de acceso de infraestructura, así como las causales de resolución del mandato. Esta entidad tiene el plazo máximo de 60 días calendario a partir de la presentación de la solicitud de compartición para establecer si la empresa proveedora de infraestructura es proveedor importante de servicios públicos de telecomunicaciones. 
 
La resolución que aprueba el mandato será notificado a las partes en un plazo de cinco días hábiles y será publicada en el Diario Oficial el Peruano.
 
Artículo 13.- Retiro de  Redes Instaladas 
Producida la resolución o extinción del contrato, el proveedor  importante o el proveedor de infraestructura de servicios públicos de telecomunicaciones podrá proceder al retiro de las redes soportadas de su infraestructura previa comunicación dirigida a la otra parte por un plazo de cinco días calendario. A falta de respuesta procederá al retiro de la infraestructura instalada. 
 
Artículo 14.- Solución de controversias 
Los conflictos entre los concesionarios, derivados de la ejecución de los contratos y mandatos de compartición podrán ser sometidos al arbitraje y mecanismo de solución de conflictos de controversias administrativas del Organismo Regulador.
TITULO IV
INFRACCIONES
 
Artículo 15.- Serán consideradas infracciones  graves para las partes:
1.     La negativa a cumplir con el mandato de acceso y uso de compartición de infraestructura emitido por el Organismo Regulador.
2.     El acceso no autorizado a infraestructura de telecomunicaciones.
 
Artículo 16.- Serán consideradas infracciones leves para las partes:
1.     La negativa de los funcionarios de las empresas proveedoras de infraestructura así como de todo operador nuevo, entrante o concesionario, de servicios públicos de telecomunicaciones, con quienes se entienda una acción de supervisión y se nieguen a firmar el acta de supervisión correspondiente.
2.     Cuando los proveedores de infraestructura u operadores nuevos de servicios públicos de telecomunicaciones no proporcionen al Organismo Regulador la información correcta en las visitas de fiscalización, control y supervisión.
 
Artículo 17.- Autoridad Competente 
La autoridad competente es el Organismo Supervisor de Telecomunicaciones OSIPTEL que es el encargado de velar por el cumplimento de la presente norma.
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y FINALES
PRIMERA.- El Organismo Regulador dictará las disposiciones complementarias que se deriven de la presente Ley, en un plazo que no excederá de noventa (90) días calendario contados a partir de su publicación. 
SEGUNDA.- Vigencia. La presente Ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación, derogará las normas  de compartición de infraestructura Ley 28295, Decreto Legislativo 1019 y aquellas que sean contrarias a esta normativa. POR TANTO: Mando se publique y cumpla.
 
4.4 Costos y beneficios de la nueva regulación en compartición de infraestructura.
 
La regulación tiene como objetivo solucionar problemas que se presentan cuando existen fallas de mercado como costos de transacción, asimetría de información, externalidades negativas y monopolios naturales.
 
Este trabajo muestra que el problema central se encuentra en la actual regulación de compartición de infraestructura, que no genera incentivos necesarios para invertir en el mercado de Telecomunicaciones y desarrollar competencia, por los costos elevados de transacción y barreras de entrada al mercado que se convierten en externalidades negativas.
 
Por otro lado, es necesario mencionar que  toda regulación genera efectos en el mercado que pueden ser positivos o negativos. Por tanto, es necesario evaluar si la regulación que se propone es idónea para proteger el interés público; es decir, que la misma genere más beneficios que costos para la población.
 
Esta propuesta normativa generara costos de implementación, porque afectará el derecho de propiedad y libertad de contratar de las empresas consideradas importantes en el mercado de telecomunicaciones, quienes de no lograr un acuerdo con los nuevos operadores que desean ingresar al mercado deberán cumplir con el mandato que les impone el regulador de las telecomunicaciones para compartir su infraestructura.
 
Estos mandatos pueden desincentivarlas inversiones de las empresas operadoras propietarias en su tecnología (porque su inversión en infraestructura legalmente se encuentra obligada a compartir) teniendo como consecuencia que no se desarrolla óptimamente los servicios de telecomunicaciones de buena calidad. Por tanto, se desincentive la construcción de infraestructura que podría generar como ultima consecuencia que ninguna empresa propietaria quiera invertir en construcción.
 
Por otro lado, con respecto a los beneficios de la nueva regulación en compartición de infraestructura, se puede establecerlos siguientes:
-          La nueva regulación sobre compartición de infraestructura está escrito en una sola ley. Esto atraerá mayor competencia al mercado de telecomunicaciones, generando el ingreso de nuevos competidores. Esta situación beneficiará al usuario final porque podrá acceder a los servicios de telecomunicaciones a menores costos.
-          La nueva regulación hace que las empresas se vean forzadas a competir a base de sus servicios y productos (solo ser propietario ya no va ser suficiente), así la regulación generará más incentivos de inversión y innovación, porque es necesario ofrecer mejores servicios a los usuarios finales con la intención de mantenerlos como clientes y evitar que migren a las empresas operadoras entrantes que ingresan a competir al mercado de telecomunicaciones. 
-          La nueva regulación reducirá los costos de transacción y limita los plazos de negociación, para que los nuevos operadores entrantes ya no tengan que esperar en exceso de tiempo los trámites para acceder a compartir infraestructura.
-          Otro beneficio de esta propuesta normativa es el incremento de la competencia en la prestación de servicios de telecomunicaciones que generara menor costo a los  usuarios consumidores y  menor impacto  al costo social.
-          Otro efecto positivo de la propuesta es que los acuerdos de compartición de red podrán ser beneficiosos para las empresas operadores propietarias de la infraestructura, pues contribuyen a obtener fuentes de ingreso adicionales por el arriendo de la infraestructura. Los operadores pueden conseguir grandes ahorros por alquiler, mantenimiento y además de realizar economías de escala al combinar la explotación y el mantenimiento de su infraestructura. Además, permite la adopción de numerosas estrategias comerciales y reglamentarias diseñadas para utilizar de manera más rentable los activos de las redes.
-          La norma propuesta genera beneficios medioambientales al reducirse el número de emplazamientos de infraestructura y por tanto, su impacto en el paisaje, por existir menos construcciones para cada operador que desea ingresar al mercado.

 
 
 
 
 
 
CAPITULO 5
Conclusiones Y RECOMENDACIONES
 
5.1 Conclusiones
 
·         En el Perú existe una brecha importante de infraestructura y falta de desarrollo en tecnología de telecomunicaciones. Con la privatización de la empresa de telecomunicaciones se han promulgado una serie de normas con la finalidad de regular el ingreso de nuevos competidores.
 
·         Entre estas normas se encuentran la Ley 28295, Ley de compartición de infraestructura y el Decreto Legislativo 1019, Ley de compartición de Infraestructura de Proveedores Importantes.
 
·         En este trabajo se desarrolla un análisis de las principales normas de compartición de infraestructura, concluyendo que son ineficientes. No generan incentivos adecuados para que nuevos operadores de telecomunicaciones ingresen al  mercado, porque existen elevados costos de transacción y barreas de entrada, que se transforman en externalidades negativas que desincentivan la inversión. La disminución de competencia es una consecuencia.
 
·         Ante ello se escribe una propuesta normativa que unifica las principales leyes  con la finalidad que la regulación sea más sencilla, con menores trámites burocráticos, fácil de acceder por parte de los operadores que desean ingresar a competir, quienes encontraran en esta normativa plazos limitados de negociación lo que disminuirá los costos de transacción y las barreras de ingreso al mercado de telecomunicaciones. Asimismo, el incremento de estos acuerdos de compartición de infraestructura traerá beneficios a las empresas operadoras que comparten su infraestructura porque obtendrán fuentes de ingreso por el arriendo de la infraestructura.
 
·         Esta propuesta normativa generara beneficios medioambientales  por existir menos construcciones de infraestructura, hecho que reducirá el impacto en el paisaje.
 
·         Concluyendo que la norma propuesta trae beneficios a la sociedad porque incrementará la competencia, ofreciendo más servicios e innovación.
 
 
5.2 Recomendaciones
 
·         Se propone que se cree una norma que incentive la creación de un mercado de alquiler de infraestructura de telecomunicaciones en la que se incentive la creación de empresas que ofrezcan en alquiler infraestructuras de telecomunicaciones a los nuevos operadores (o aun a operadores existentes) en el mercado de telecomunicaciones.
 
·         Esto generara una oportunidad para abrir un mercado de empresas que se dediquen solo al alquiler de infraestructura, que traerá mayor desarrollo, innovación y beneficios económicos para las empresas en el mercado, porque el acceso al mercado de telecomunicaciones será más sencillo y con menos trámites para acceder a infraestructura de telecomunicaciones.
 
·         Con una regulación que fomente la creación de empresas que solo sean proveedoras de infraestructura aseguraríamos la existencia de infraestructura de telecomunicaciones, porque se podrá acceder a infraestructura a bajos costos, eficiencia y flexibilidad en los recursos, negocios fáciles, rápidos  sin tener que esperar plazos largos de negociación. 
 
·         En un futuro el desarrollo de estas empresas proveedoras de infraestructura de telecomunicaciones podría asimilarse al sistema  que existe en la tecnología de la nube en infraestructura de servicios. El mismo que ofrece una red de servidores y almacenamiento virtualizados. Asimismo, el proveedor será el responsable de los problemas relacionados con la administración, se reducirán los costos de los servicios prestados creando mayor eficiencia para los operadores de telecomunicaciones.[20]
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXOS


ANEXO 1
SEMEJANZAS DE NORMAS DE COMPARTICIÓN DE INFRAESTRUCTURA
 
TABLA Nº 02
	Ley 28295 Ley que Regula el acceso y uso compartido de infraestructura de uso público para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones 
	Decreto Legislativo  1019 ley  de acceso  a la infraestructura de proveedores importantes de servicios públicos de telecomunicaciones 

	1)  Art 1  declara de interés público el acceso  y uso compartido de infraestructura de uso público.
2) Art 2 el objeto de la ley es regular el acceso y uso compartido de la infraestructura de telecomunicaciones.
3) Art 7 numeral III establece el principio de no discriminación, mediante el cual señala que el titular de la infraestructura de uso público debe dar a quienes tienen acceso y uso compartido a su infraestructura el mismo tratamiento en condiciones iguales e equivalentes.
 
	1) Art 1 declara de interés y necesidad pública el acceso y uso compartido de infraestructura de telecomunicaciones, lo que incluye la coubicación a fin de reducir la brecha de infraestructura y promover la competencia en la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones.
 
2) Tiene por objeto regular el uso compartido de infraestructura de telecomunicaciones necesarias  para la prestación de los servicios públicos de telecomunicaciones para garantizar el acceso razonable y no discriminatorio de la infraestructura de telecomunicaciones. 
 
3) Art 6 de la misma ley señala que en aplicación del principio de no discriminación, las condiciones exigidas por un proveedor importante  de servicios públicos de telecomunicaciones no podrá ser menos ventajosas que las exigidas a sus propias filiales o a terceros en condiciones iguales o equivalentes.


 
 
 
 
 
 
ANEXO 2
 
DIFERENCIAS DE LAS NORMAS DE COMPARTICIÓN DE INFRAESTRUCTURA
 
TABLA Nº 03
	Ley 28295 Ley que Regula el acceso y uso compartido de infraestructura de uso público para la prestación de servicios  
públicos de telecomunicaciones 
	Decreto Legislativo  1019 ley        acceso  a la infraestructura de proveedores importantes de servicios públicos de telecomunicaciones

	1) Art 10 menciona el secreto de las telecomunicaciones, señalando que el titular de infraestructura de uso público y los arrendatarios deben cumplir con las normas sobre inviolabilidad y el secreto de las telecomunicaciones.
 
2) el Art 11 solicita necesariamente la declaración expresa de la imposibilidad de instalar y construir infraestructura de uso público por parte de la autoridad administrativa competente. Asimismo, designa como autoridad competente para determinar si existe una barrera de acceso al mercado al Organismo Supervisor Osiptel.
 
3) Art 13 sobre modalidades de acceso  señala que el acceso de infraestructura de uso público podrá realizarse bajo dos modalidades por acuerdo entre las partes durante el período de negociación y por mandato expreso de Osiptel. Además, señala que el organismo regulador podrá aplicar otros mecanismos de asignación que considere más eficiente tales como la subasta.
 
4)Art 15  sobre los supuestos de exclusión señala que los titulares de infraestructura de uso público quedan relevados de su obligación de compartir infraestructura en caso de que dicha infraestructura de uso público no esté contemplada en la presente ley o no haya sido declarado por Osiptel y por razones de imposibilidad técnica . 
 
	1) en ninguna parte de la norma se contempla el secreto de las telecomunicaciones.
 
2) Art 5 inciso 8 define como proveedor importante de servicios públicos de telecomunicaciones  a aquel que tiene la capacidad de afectar de manera importante las condiciones de participación desde el punto de vista de los precios y del suministro en el mercado relevante de servicios públicos de telecomunicaciones como resultado del control de las instalaciones esenciales o la utilización de su posición en el mercado.
 
3) Art 12 señala sobre las modalidades para el acceso y uso compartido de infraestructura de telecomunicaciones la misma que puede realizarse bajo dos modalidades por acuerdo entre las partes durante el período de negociación establecido en sesenta días calendarios, computo desde la fecha de presentación de la respectiva solicitud y por mandato expreso de Osiptel una vez se ha vencido el período de negociación sin acuerdo entre las partes.
 
4) Art 3 señala que todo concesionario tiene derecho al acceso y uso compartido de telecomunicaciones y que es obligación de los proveedores importantes otorgar el acceso y uso compartido salvo que existan limitaciones o restricciones basadas en consideraciones debidamente comprobadas de inviabilidad técnica , capacidad , seguridad y otras que Osiptel declare en forma motivada. Si la coubicación física no es practicable por razones técnicas o debido a limitaciones de espacio el proveedor importante ofrecerá al concesionario una solución alternativa como facilitar la coubicacion virtual.


 
 
 
ANEXO 3
NORMAS DE DESPLIEGUE DE INFRAESTRUCTURA
 
TABLA Nº 04
 
	Ley 29022, Ley para la expansión de infraestructura en Telecomunicaciones. 
 
	Ley  29904  de Promoción de Banda Ancha y Construcción de la Red Dorsal Nacional de Fibra Óptica

	1.- Art 1 Esta  ley tiene por objeto el desarrollo de infraestructura para la prestación del servicio de telecomunicaciones 
	1. Art 1 Señala que el propósito de la presente Ley es impulsar el desarrollo, utilización y masificación de la banda Ancha en todo el territorio nacional tanto en oferta como en demanda, promoviendo el despliegue de infraestructura como medio que favorece la inclusión social, el desarrollo socioeconómico, la competitividad, seguridad del país hacia una sociedad de la información y el conocimiento.

	2.- Art 5 sobre el régimen de permisos y autorizaciones todos los permisos de carácter administrativo que se requieran para abrir pavimentos, calzadas aceras en vías públicas para ocupar las vías o lugares públicos, así como para instalar en lugares públicos la infraestructura, están sujetos al silencia administrativo positivo en el plazo de 30 días calendario. 
	2.- Art 3 se declara de necesidad pública e interés nacional la construcción de una red dorsal de fibra óptica que integre a todas las capitales de las provincias del país y despliegue las redes de alta capacidad que integren a todos los distritos, el acceso y uso de infraestructura asociada a la prestación de servicios públicos de energía eléctrica e hidrocarburos incluida la cubicación.

	Art 6 las áreas de bienes de dominio público, destinadas para el despliegue, mejora y mantenimiento de infraestructura instalada o por instalarse es a título gratuito. 
	3 Art 4 define Como Banda Ancha a la conectividad de transmisión de datos  principalmente a internet en forma permanente y de alta velocidad que le permite al usuario estar siempre en línea a velocidades apropiadas para la obtención de emisión interactiva de información  multimedia para el acceso y utilización de diversos servicios, aplicaciones de voz, datos y contenidos audiovisuales.

	Art 8 desarrolla las obligaciones de los concesionarios de los servicios públicos en las que establece en primer orden que las empresas concesionarias de carreteras están obligadas a brindar a los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones, las facilidades necesarias para la instalación de infraestructura. En segundo punto sobre las empresas del sector eléctrico quienes deberán pronunciarse sobre las solicitudes de los concesionarios de los servicios públicos de telecomunicaciones en un plazo no mayor de treinta días calendario, vencido dicho plazo se darán por aprobadas las solicitudes.
 
	Art 14 sobre el uso del derecho de vía para el despliegue de redes de telecomunicaciones para la provisión de banda ancha a nivel nacional señala que el derecho de vía será gratito dentro de cinco primeros años de otorgada a autorización y el único título habilitante es el otorgado por el Ministerio de Transportes  inclusive si la red vial nacional atraviesa jurisdicciones de los gobiernos regionales y de los gobiernos locales, el plazo de la solicitud dura 30 días hábiles contados a partir de la presentación de la solicitud, el único caso en que las solicitudes pueden ser denegadas es cuando el despliegue de las redes de telecomunicaciones constituyen un obstáculo o peligro para la sociedad o genera alguna restricción técnica que impida el cumplimiento.

	Art 9 desarrolla las obligaciones de los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones quienes están obligados a observar la regulación vigente en materia de salud pública, medio ambiente, áreas naturales, seguridad nacional, orden interno y patrimonio cultural, que no se afecte la prestación de otros servicios públicos ni se generen daños a la infraestructura de servicios públicos, asumir los gastos que se deriven las obras de pavimentación, asumir la responsabilidad por daños y perjuicios que se ocasionen como consecuencia de la instalación, prestar servicios públicos eficaces y eficientes preferentemente en áreas rulares y zonas de frontera, lugares de interés social.
	Art 17  de la red nacional del estado peruano es aquella que se utilizara para el desarrollo de la sociedad de la información y el conocimiento priorizando la educación, salud, defensa nacional, seguridad, cultura, investigación, desarrollo e innovación para cumplir con las políticas y lograr los objetivos nacionales, quedando prohibido su uso nacional . 
Por otro lado, el Art 24 señala que las entidades del Estado deberán implementar centros de acceso público con conexiones de banda ancha para que la población acceda a contenidos y aplicaciones de gobierno electrónico y espacios de formación de capacidades para el aprovechamiento de la banda ancha, el acceso se llevara en espacios públicos, locales institucionales de forma gratuita según los alcances previstos por el reglamento 

	Art 3 , esta ley es de aplicación a todas la entidades de la administración pública cuyo pronunciamiento será requerido para la instalación de infraestructura para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones  
	Art 30 señala el régimen de infracciones y sanciones siendo consideradas sanciones muy graves la negativa injustificada a facilitar el acceso y uso de la infraestructura, el acceso no autorizado a la infraestructura de los servicios de energía eléctrica o hidrocarburos para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones, negarse a proporcionar o proporcionar información incompleta referida al tendido de fibra óptica así como aquella información necesaria para el despliegue de redes de telecomunicaciones para la provisión de banda ancha.

	Art 10 corresponde al Instituto Nacional de defensa de la Competencia, INDECOPI, y de la Propiedad Intelectual a través de la comisión de acceso y salida del mercado conocer las denuncias que se formulen por incumplimiento por parte de las entidades de la administración publica 
	Art 31 con respecto a las sanciones administrativas derivadas del incumplimiento son la multa, suspensión del derecho de uso y acceso a la infraestructura y por último el decomiso de bienes.
El Art 32 señala que la supervisión está encargada al organismo Supervisor de la inversión privada en telecomunicaciones OSIPTEL, para lo cual podrá dictar disposiciones especificas y está facultado para imponer sanciones 
 


 
 
 
 
 
 


 
 
 
 
 
 
 
 
BIBLIOGRAFÍA
 
BIBLIOGRAFIA BASICA
1.     Texto Único Ordenado de la Ley de Telecomunicaciones
2.     Ley  28295 que regula el acceso y uso compartido de infraestructura de uso público para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones.
3.     Decreto Legislativo Nº 1019: Ley de Acceso a la Infraestructura de los Proveedores
4.     Decreto Legislativo Nº 1034, Ley de represión de Conductas Anticompetitivas.
5.     Constitución Política del Perú. 1993. 
6.     Barrantes, Roxana; Pérez, Patricia. “Regulación e Inversión en Telecomunicaciones: Estudio de caso para el Perú: Setiembre 2006 – Agosto 2007”. OSIPTEL, Perú. 2007
7.     ARIÑO ORTIZ, Gaspar. “La Regulación Económica”. Buenos Aires, 1996
8.     ACCESO Y USO COMPARTIDO DE INFRAESTRUCTURA DE USO  PÚBLICO” – Centro de Investigación Parlamentaria CIP. Lima, Perú.
9.     Montes Bazalar, Luis. “Infraestructura civil en las redes de telecomunicaciones”, 2009. 
10. Resolución de Consejo Directivo Nº 020- 2008-CD/OSIPTEL. Disposiciones Complementarias de la Ley de Acceso a la Infraestructura de los Proveedores Importantes de Servicios Públicos de Telecomunicaciones. OSIPTEL, Lima, 2008.
11. HARO, José Juan. Contra los Excesos de la Regulación Económica: Sobre los monopolios naturales, instalaciones esenciales y otros fantasmas. Themis Nº 50. Lima.  Material del Curso de Nuevas Tecnologías y Sociedad de la Información de la Maestría en Regulación.
12. HARO, Julio E. Análisis Costo-Beneficio. Sincerando las propuestas legislativas en el Perú. CCEP –Cuadernos Parlamentarios. Congreso de la República. 
 
WEBGRAFIAS
13. http://www.itu.int/ITU-D/treg/publications/Trends08_summary-S.pdf
14. http://www.caf.com/media/3163/LibroinfraestructuraFINAL.pdf
15. http://perueconomico.com/ediciones/80/articulos/1449
16. https://www.osiptel.gob.pe/Archivos/Sector_telecomunicaciones/Desarrollo_Sector/libroblanco_cap01.pdf
17. http://www.mef.gob.pe/index.php?option=com_content&view=article&id=2167%3Agarantias-para-la-inversion
18. http://www.mtc.gob.pe/comunicaciones/regulacion_internacional/regulacion/documentos/servicios_publicos/exposicion%20de%20motivos%2027-01.pdf
19. infraestructura-de-red/DT_Infraestructura_redesmoviles_analisis_Peru.pdf
20. https://www.osiptel.gob.pe/noticia/reporte-estadistico-08-ndp
21. http://www.concurrences.com/Droit-de-la-concurrence/Antitrust-Encyclopedia/?questions=578&lang=fr#ancre11 .
22. https://www.itu.int/dms_pub/itu-t/opb/fg/T-FG-CLOUD-2012-P7-PDF-E.pdf


[1] Barrantes, Roxana; Pérez, Patricia. “Regulación e Inversión en Telecomunicaciones: Estudio de caso para el Perú: Setiembre 2006 – Agosto 2007”. OSIPTEL, Perú. 2007.http://www.telecentros.pe/img_upload/3ebf28670cc26d6c98d026abe0126c40/Pol_ticas_de_Telecomunicaci_n.pd
 
[2] Ley que regula el acceso y uso compartido de Infraestructura de uso público para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones Nº 28295.
[3] infraestructura-de-red/DT_Infraestructura_redesmoviles_analisis_Peru.pdf
 
[4]Texto Único Ordenado de la Ley de Telecomunicaciones.
[5]Ley de compartición de Infraestructura 28295
[6]http://www.mtc.gob.pe/comunicaciones/regulacion_internacional/regulacion/documentos/s   ervicios_publicos/exposicion%20de%20motivos%2027-01.pdf
[7]http://www.mtc.gob.pe/comunicaciones/regulacion_internacional/regulacion/documentos/servicios_publicos/exposicion%20de%20motivos%2027-01.pdf
 
 
[8]Decreto Legislativo 1019 Ley de Acceso a la infraestructura  de los proveedores importantes de servicios públicos de telecomunicaciones.
[9]https://www.osiptel.gob.pe/Archivos/Norma/MarcoNormatCompet/res0402008CDOSIPTEL.pdf
[10]Ley  Nº29022 para la expansión de infraestructura y telecomunicaciones  
[11]DECRETO LEGISLATIVO 1034
[12] Constitución Política del Perú 1993 
[13]http://www.mef.gob.pe/index.php?option=com_content&view=article&id=2167%3Agarantias-para-la-inversion&catid=297%3Apreguntas-frecuentes&Itemid=100143&lang=es
[14]HARO, José Juan .Contra los Excesos de la Regulación Económica: Sobre los monopolios naturales, instalaciones esenciales y otros fantasmas. Themis Nº 50. Lima.  Material del Curso de Nuevas Tecnologías y Sociedad de la Información de la Maestría en Regulación UPC.
 
[15]https://www.osiptel.gob.pe/Archivos/Norma/MarcoNormatCompet/res0402008CDOSIPTEL.pdf
[16]HARO, José Juan. Contra los Excesos de la Regulación Económica: Sobre los monopolios naturales, instalaciones esenciales y otros fantasmas. Themis Nº 50. Lima.  Material del Curso de Nuevas Tecnologías y Sociedad de la Información de la Maestría en Regulación
[17]Eduardo Quintana Sánchez, Baldo Kresalja, doctrina de las facilidades esenciales y su recepción en el Perú, Ius Et Veritas 31 pág. 22.
[18]http://www.concurrences.com/Droit-de-la-concurrence/Antitrust-Encyclopedia/?questions=578&lang=fr#ancre11 
[19]               http://www.concurrences.com/Droit-de-la-concurrence/Antitrust-Encyclopedia/?questions=578&lang=fr#ancre11
[20]https://www.itu.int/dms_pub/itu-t/opb/fg/T-FG-CLOUD-2012-P7-PDF-E.pdf
OEBPS/image.003.png





OEBPS/image.001.jpeg





OEBPS/image.002.png





